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19635 Sala Segunda. Sentencia 174/2004, de 18
de octubre de 2004. Recurso de amparo
3292-2002. Promovido por don Antonio
Medina Viedma frente a la Sentencia de la
Audiencia Provincial de Barcelona que estimó
parcialmente su apelación respecto de la
indemnización obtenida en juicio de faltas por
un accidente de tráfico.

Vulneración del derecho a la tutela judicial
efectiva (incongruencia): Sentencia de apela-
ción que deja sin resolver uno de los motivos
del recurso, sobre aplicación del factor de
corrección por lesiones permanentes consti-
tutivas de incapacidad, que es distinto al
aumento otorgado por encontrarse en edad
laboral.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Guillermo Jiménez Sánchez, Presidente,
don Vicente Conde Martín de Hijas, doña Elisa Pérez
Vera, don Eugeni Gay Montalvo, don Ramón Rodríguez
Arribas y don Pascual Sala Sánchez, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3292-2002, promovido
por don Antonio Medina Viedma, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña Esperanza Azpeitia
Calvín y asistido por el Letrado don Ramón Onandia
Alsius, contra la Sentencia de la Sección Décima de la
Audiencia Provincial de Barcelona, de 28 de febrero de
2002, que estimó parcialmente el recurso de apelación
interpuesto por el actor contra la Sentencia del Juzgado
de Instrucción núm. 2 de Terrassa, de 22 de diciembre
de 2000, recaída en el juicio de faltas núm. 85/99,
así como contra el Auto del mismo Tribunal, de 5 de
abril de 2002, que denegó la solicitud de corrección
de la Sentencia de 28 de febrero de 2002. Ha sido
parte la entidad MAAF Seguros, Compañía Española de
Seguros y Reaseguros, S.A., representada por el Pro-
curador de los Tribunales don Jesús Iglesias Pérez y
defendida por el Letrado don Pedro Naranjo Encinas,
y ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente
la Magistrada doña Elisa Pérez Vera, quien expresa el
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito presentado en el Registro Gene-
ral de este Tribunal el 27 de mayo de 2002, la Pro-
curadora de los Tribunales doña Esperanza Azpeitia
Calvín, en representación del recurrente, formuló deman-
da de amparo, impugnando las resoluciones menciona-
das en el encabezamiento de esta Sentencia.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda
de amparo son, en síntesis, los siguientes:

a) Ante el Juzgado de Instrucción núm. 2 de Terras-
sa se siguió el juicio de faltas núm. 85/99, incoado como
consecuencia de accidente de circulación acaecido el 22
de marzo de 1999, en el que resultó atropellado el
demandante de amparo, que formuló denuncia contra
el conductor del vehículo implicado. Según el informe
de sanidad emitido por el Médico forense, al actor le

quedaron como secuelas síndrome demencial postrau-
mático y luxación inveterada del hombro derecho.

b) El Juzgado dictó Sentencia con fecha 22 de
diciembre de 2000, condenando a don Albert Vilumara
Pérez, como autor penalmente responsable de una falta
de imprudencia leve con resultado de lesiones, prevista
en el art. 621 CP, a la pena de treinta días de multa
con una cuota diaria de dos mil pesetas, y a la privación
del permiso de conducir durante tres meses, así como
a indemnizar al lesionado en 25.439.168 pesetas, con
declaración de la responsabilidad civil directa de la enti-
dad MAAF y subsidiaria de doña Emilia Pérez Gómez.
La Sentencia determinó que no procedía aplicar el factor
de corrección del 10 por 100 de incremento por perjuicio
económico, al no desempeñar el lesionado ningún tra-
bajo, teniendo concedida una incapacidad permanente
absoluta por el Instituto Nacional de la Seguridad Social,
razón por la que tampoco consideró procedente aplicar
el factor de corrección por incapacidad para la ocupación
o actividad habitual de la víctima, que el denunciante
cifraba en 21.966.618 pesetas.

c) Contra la anterior resolución interpusieron recur-
so de apelación las distintas partes personadas. En con-
creto, en el recurso de apelación del Sr. Medina Viedma
se solicitaba que se elevara la indemnización hasta
156.425.507 pesetas, formulando, entre otras preten-
siones (cuarta), que se le reconociera la aplicación del
factor de corrección del 10 por 100 de incremento por
perjuicio económico y del factor de corrección por inca-
pacidad para la ocupación o actividad individual de la
víctima, ambos de la tabla IV del anexo de la Ley
30/1995 (factores de corrección para las indemniza-
ciones básicas por lesiones permanentes), que le habían
sido denegados por el Juzgado de Instrucción con el
argumento de que no desempeñaba el lesionado ningún
trabajo, por tener concedida una incapacidad permanen-
te absoluta por el Instituto Nacional de la Seguridad
Social. Señalaba el recurrente que el factor de corrección
del 10 por 100 se aplica a «cualquier víctima en edad
laboral», concepto que, a su juicio, no significaba estar
efectivamente trabajando. Por otra parte, en cuanto al
factor de corrección por incapacidad, alegó que la
tabla IV del anexo de la Ley sobre responsabilidad civil
y seguro en la circulación de vehículos a motor se refiere
a la incapacidad para la realización de cualquier ocu-
pación o actividad, sin limitarla a la de carácter laboral.

d) La Sección Décima de la Audiencia Provincial de
Barcelona dictó Sentencia el 28 de febrero de 2002,
en la que, con estimación parcial del recurso de apelación
del demandante de amparo, fijó la indemnización a abo-
nar en 29.199.510 pesetas (ó 175.493 euros). En rela-
ción con la pretensión relativa a los factores de correc-
ción de la tabla IV del baremo que figura como anexo
a la Ley 30/1995, el fundamento sexto de la Sentencia
razona lo siguiente:

«La aplicación de tal factor parte siempre a modo
de premisa ya desde su escala mínima con que la víctima
se encuentre en edad laboral (“se incluirá en este apar-
tado a cualquier víctima en edad laboral aunque no se
justifiquen ingresos”) lo que es el caso (toda vez que
supera los dieciséis años, edad mínima de la contratación
—art. 6.1 del Estatuto de los Trabajadores de 24 de marzo
de 1995), con independencia de que acredite ingresos
o siquiera los perciba (p.e. situación de desempleo). El
presupuesto, con absoluta claridad en la dicción legal,
viene referido exclusivamente a la edad y no a la actitud
de la víctima para trabajar, entender lo contrario con-
tradiciendo el viejo aforismo ubi lex non distinguit, nec
nos distinguere debemus comporta una interpretación
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restrictiva que no se compadece con el dictado de la
norma.

Ahora bien, una vez sentada su procedencia, al pos-
tularse en el máximo porcentual permitido del 10% cuan-
do menos debe la parte exponer los elementos que, a
su entender, hagan procedente tal incremento y no otro
inferior. Nada de ello se hace lo que determina que deba
ceñirse el factor correctivo sobre las secuelas a su míni-
mo legal del 1%.»

e) El 18 de marzo de 2002 el recurrente presentó
escrito dirigido a la Sección Décima de la Audiencia Pro-
vincial de Barcelona, afirmando que la Sala había omitido
el pronunciamiento relativo a una de las pretensiones
oportunamente deducidas, concretamente, el referido al
factor de corrección por incapacidad para la ocupación
o actividad habitual de la víctima. Por ello, invocó el
carácter supletorio de la Ley de enjuiciamiento civil (art. 4
LEC) y el mecanismo para la subsanación y complemento
de sentencias regulado en el art. 215 LEC (relativo a
la omisión manifiesta de pronunciamientos relativos a
pretensiones oportunamente deducidas y sustanciadas
en el proceso), solicitando que la Sala se pronunciara
sobre la pretensión omitida.

f) En Auto de 5 de abril de 2002, la Sección Décima
de la Audiencia Provincial de Barcelona declaró no haber
lugar a corregir los términos de la Sentencia, fundándose
en los siguientes argumentos:

«Con independencia de la virtualidad integradora de
las normas que disciplinan el proceso civil a modo de
supletorias debe tenerse presente que conforme a los
arts. 267 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y 161
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, una vez pronun-
ciadas, no podrán los órganos judiciales modificar sus
sentencias, aunque sí aclarar algún concepto oscuro,
corregir errores materiales manifiestos y aritméticos o
suplir omisiones involuntarias que se hubieran produ-
cido. Viene todo ello a colación por cuanto lo que se
viene a poner de manifiesto no es tanto la omisión de
pronunciamiento acerca de una cuestión articulada sino
la revisión del tratamiento dispensado en esta alzada
a la cuestión que se suscitó. Basta la mera lectura del
motivo de apelación que se dice parcialmente inatendido
(cuarto del recurso) para observar que en el mismo se
alude y denuncia el rechazo en la instancia de la apli-
cación del factor correctivo legalmente establecido con
invocación del epígrafe de “factores de corrección para
las indemnizaciones básicas por lesiones permanentes”
y expresa mención a un porcentaje, margen porcentual
únicamente contemplado en el concepto en que ha sido
aplicado en este estadio de apelación (sin acogerse,
empero, por entero la pretensión deducida) pues en
aquel apartado que se dice ahora como omitido se seña-
lan no porcentajes sino cantidades concretas.

En definitiva, no habiéndose producido la omisión que
se indica en el escrito presentado debe denegarse la
corrección pretendida.»

3. En la demanda de amparo alega el actor la vul-
neración de su derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 CE) y de su derecho a la vida y a la integridad
física (art. 15 CE), porque, por una parte, no ha obtenido
respuesta del tribunal de apelación respecto de una pre-
tensión expresamente recogida en la Ley, debidamente
solicitada y oportunamente deducida, esto es, el derecho
a obtener el factor de corrección por incapacidad para
la ocupación o actividad habitual de la víctima. Por otra
parte, porque dicha pretensión incide directamente en
el quantum indemnizatorio y, consecuentemente, forma
parte del principio de reparación íntegra, que adquiere
el relieve constitucional de los derechos tutelados.

4. El 18 de marzo de 2003 tuvo entrada en el Regis-
tro General de este Tribunal escrito de la Procuradora
doña Esperanza Azpeitia Calvín, solicitando que se diera
al presente recurso el impulso procesal correspondiente.

5. Por resolución de 27 de mayo de 2004 la Sala
Segunda, de conformidad con lo dispuesto en el art. 11.2
LOTC, acordó conocer del recurso de amparo y, a tenor
del art. 51 LOTC, librar atenta comunicación a la Sección
Décima de la Audiencia Provincial de Barcelona y al Juz-
gado de Instrucción núm. 2 de Terrassa a fin de que,
en plazo que no excediera de diez días, remitieran cer-
tificación o fotocopia adverada de las actuaciones corres-
pondientes, respectivamente, al rollo de apelación núm.
232-2001 y al juicio de faltas núm. 85/99, con empla-
zamiento previo a quienes hubieran sido parte en el pro-
cedimiento, excepto la parte recurrente en amparo, para
que, en el término de diez días, pudieran comparecer
en el presente proceso constitucional.

6. Mediante escrito presentado el 18 de junio de
2004, el Procurador de los Tribunales don Jesús Iglesias
Pérez se personó en el recurso en representación de
MAAF Seguros, Compañía Española de Seguros y Rea-
seguros, S.A.

7. Por diligencia de ordenación de 8 de junio de
2004 se tuvo por personado y parte en el procedimiento
al Procurador de los Tribunales don Jesús Iglesias Pérez
en nombre y representación de MAAF Seguros, Com-
pañía Española de Seguros y Reaseguros, S.A., acordán-
dose entender con él las sucesivas actuaciones. Asimis-
mo, se acordó dar vista de las actuaciones recibidas
a las partes personadas y al Ministerio Fiscal, por plazo
común de veinte días, para que, dentro del expresado
término, pudieran formular las alegaciones que estima-
ran pertinentes, de conformidad con lo dispuesto en el
art. 52.1 LOTC.

8. El Ministerio Fiscal, en escrito de alegaciones
registrado el 1 de septiembre de 2004, interesó que
se dicte Sentencia otorgando el amparo solicitado por
vulneración del derecho a la tutela judicial efectiva del
recurrente, con declaración de nulidad de la Sentencia
de 28 de febrero de 2002 y del Auto de 5 de abril
de 2002, dictados por la Sección Décima de la Audiencia
Provincial de Barcelona, con retroacción de las actua-
ciones al tiempo de dictarse Sentencia, para que por
el órgano judicial se dicte nueva resolución respetuosa
con el derecho fundamental vulnerado.

Señala el Fiscal que, para determinar si existe incon-
gruencia en una resolución judicial, se hace preciso con-
trastar su parte dispositiva con el objeto del proceso
delimitado por sus elementos subjetivos (partes) y obje-
tivos (causa de pedir y petitum), de modo tal que la
adecuación debe extenderse tanto a la petición como
a los hechos que la fundamentan. En el presente caso,
la Sentencia recurrida, en su fundamento sexto, se pro-
nuncia expresamente sobre el factor de corrección refe-
rido a los perjuicios económicos, en cuanto al primer
inciso de la tabla IV del baremo, estimando en este punto
la pretensión deducida a través del recurso de apelación.
Sin embargo, y por lo que se refiere al segundo de los
factores de corrección (ocupación o actividad habitual
de la víctima), no se contiene pronunciamiento alguno,
y ni tan siquiera una referencia a la realidad de la for-
mulación de tal alegato por parte del recurrente. La acla-
ración a tal ausencia del pronunciamiento expreso se
contiene en el Auto de 5 de abril de 2002, también
recurrido, en cuyo único fundamento jurídico se vierten
dos afirmaciones distintas: en primer término, que en
la Sentencia de apelación se habría dispensado el opor-
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tuno tratamiento a la cuestión suscitada por el apelante,
y, en segundo lugar, que la desestimación de lo alegado
habría acontecido ante la falta de formulación en la alza-
da de lo ahora pretendido.

Para el Ministerio público este dual pronunciamiento
no sólo contiene una manifiesta contradicción en sus
propios términos sino que, además, niega la realidad
de un hecho incontestable, cual es el planteamiento en
el escrito del recurso de apelación (alegación cuarta),
de la aplicación de los dos factores de corrección, alu-
diendo en primer término al correspondiente a «perjui-
cios económicos» y en segundo lugar al relativo a «ocu-
pación o actividad habitual de la víctima». En el Auto
que denegó la aclaración se niega la realidad de una
alegación relativa a este último factor, si bien hace una
insinuación sobre el tema debatido, señalando que,
comoquiera que el apelante maneja exclusivamente en
su recurso términos aritméticos alusivos a incrementos
porcentuales y no a cantidades concretas, lo que en
realidad plantea el actor no es más que la aplicación
del primer factor de corrección, no la del segundo. Este
peculiar entendimiento de lo pedido en la alzada y ante
la Audiencia Provincial, no es, a juicio del Fiscal, sino
una sutil e interesada reserva que, de forma voluntarista,
trata de oscurecer el verdadero sentido de lo alegado
en el recurso apelación, en el que se hacen explícitas
las razones que, en opinión del recurrente, abonan la
concesión de ese segundo factor de corrección sobre
el importe de la indemnización por las lesiones de carác-
ter permanente. Al no darse respuesta alguna a lo pedido,
la actuación judicial integra una incongruencia omisiva
constituyente a su vez de la vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva del art. 24.1 CE.

9. Por su parte, la representación de MAAF Seguros,
en escrito registrado en este Tribunal el 13 de septiembre
de 2004, solicitó que se desestime el recurso de amparo.
En su opinión, de la demanda se deduce que el recurrente
pretende la aplicación de un factor de corrección por
perjuicio económico y otro incremento de un factor de
corrección por incapacidad para la ocupación o actividad
habitual de la víctima, o, lo que es lo mismo, se pretende
la duplicación del citado factor de corrección. Refiere
que en la Sentencia dictada por el Juzgador de instancia,
al establecer la indemnización de daños y perjuicios a
favor del demandante de amparo, se estableció la ina-
plicación del factor de corrección solicitado del 10
por 100 de incremento por perjuicio económico, aten-
diendo a que el denunciante, en la fecha del siniestro,
no desempeñaba trabajo alguno, por encontrarse en
situación de incapacidad permanente absoluta. Esta falta
de aplicación del porcentaje de corrección constituye
uno de los motivos del recurso de apelación interpuesto
por don Antonio Medina Viedma, que efectivamente fue
estimado en la Sentencia de 28 de febrero de 2002,
dictada por la Sección Décima de la Audiencia Provincial
de Barcelona. Por tanto, efectivamente, el Juzgador de
segunda instancia está contemplando la aplicación del
factor de corrección contenido en el «baremo» por el
que se fijan las cuantías indemnizatorias en los concep-
tos expresados de lesiones permanentes e incapacidad
temporal, y no existe, consiguientemente, falta de res-
puesta a la solicitud de reforma de la Sentencia de ins-
tancia ni falta de pronunciamiento, por lo que no se
ha producido la vulneración del derecho a la tutela judi-
cial efectiva que se demanda.

Fijado y aplicado en la indemnización el factor de
corrección en la citada Sentencia de la Audiencia de
Barcelona, por la representación procesal del recurrente
se interesó la subsanación por omisión del factor de
corrección por incapacidad para la ocupación o actividad
habitual de la víctima, siendo resuelto por Auto de 5
de abril de 2002, en el que se razonaba, como no podía

ser de otra forma, que de la lectura del motivo apelación
que se dice parcialmente atendido se deducía claramen-
te cual era la cuestión planteada por el recurrente y
que la misma había recibido respuesta. Señala también
la entidad aseguradora que se ha de tener en cuenta
la doctrina sentada en la STC 181/2002, con base en
la cual el fallo de la Sentencia de segunda instancia
expresamente está contemplando la tabla IV donde se
determinan los factores de corrección para las indem-
nizaciones básicas por lesiones permanentes, así como
el contenido del apartado letra B) de la tabla V, ambos
del anexo, que contiene el «Sistema para la valoración
de los daños y perjuicios causados a las personas en
accidentes de circulación» de la Ley sobre responsabi-
lidad Civil y seguro de circulación de vehículos a motor,
en la redacción dada por la disposición adicional octava
de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de ordenación
y supervisión de los seguros privados. Por lo tanto, es
evidente que, a tenor de dicha Sentencia, la Audiencia
Provincial ha aplicado debidamente los oportunos fac-
tores de corrección para calcular la indemnización a que
tenía derecho al demandante de amparo.

10. La representación del demandante de amparo
no ha presentado escrito de alegaciones.

11. Por providencia de 14 de octubre de 2004 se
señaló para deliberación y fallo de la presente Sentencia
el día 18 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. El demandante de amparo denuncia la vulnera-
ción de su derecho a la tutela judicial efectiva sin inde-
fensión (art. 24.1 CE), porque la Sentencia de la Sección
Décima de la Audiencia Provincial de Barcelona, de 28
de febrero de 2002 —y el posterior Auto de 5 de abril
de 2002, que denegó la solicitud de subsanación de
la omisión advertida en la misma— no dio respuesta a
una pretensión formulada expresamente en el recurso
de apelación, a través de la cual se solicitaba el derecho
a obtener el factor de corrección por incapacidad para
la ocupación o actividad habitual de la víctima. Asimismo,
entiende que se ha vulnerado su derecho a la vida y
a la integridad física (art. 15 CE), porque dicha pretensión
incide directamente en el quantum indemnizatorio, resul-
tando así afectado el principio de reparación íntegra.

El Ministerio Fiscal también ha interesado el otorga-
miento del amparo solicitado, al considerar que el órgano
judicial no respondió a una pretensión claramente plan-
teada por el actor en su recurso de apelación, incurriendo
así en incongruencia omisiva, constitutiva de una vul-
neración del derecho a la tutela judicial efectiva. Por
su parte, se opone a la pretensión del recurrente la enti-
dad MAAF Seguros, Compañía Española de Seguros y
Reaseguros, S.A., que estima que la resolución de la
Audiencia Provincial de Barcelona se ajustó totalmente
a los términos de la apelación planteada por el deman-
dante de amparo.

2. Antes de proceder al examen de la vulneración
de derechos fundamentales que constituye la queja de
la recurrente, y a pesar de que ningún óbice procesal
ha sido opuesto ni por el Ministerio Fiscal ni por la repre-
sentación de la entidad MAAF Seguros, es preciso
analizar de oficio el efectivo cumplimiento del requisito
exigido por el art. 44.1 a) LOTC, cuya omisión, de cons-
tatarse, determinaría un pronunciamiento de inadmisión
en el presente momento procesal ya que, como tiene
declarado este Tribunal, los defectos insubsanables de
que pudiera estar afectado el recurso de amparo no resul-
tan subsanados porque haya sido inicialmente admitido
a trámite (por todas STC 158/2002, de 16 de septiem-
bre, FJ 2).
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Como ha quedado reflejado en los antecedentes, el
demandante de amparo denuncia que la Sentencia dic-
tada en apelación ha incurrido en incongruencia omisiva,
al no haber resuelto todas las pretensiones que planteó.
Pues bien, nuestra doctrina consolidada es que, en tal
supuesto, para entender agotada la vía judicial previa
antes de acudir a este Tribunal tendría que haber acudido
al incidente de nulidad de actuaciones regulado en el
art. 240.3 LOPJ (en la redacción dada por la Ley Orgánica
13/1999, de 14 de mayo) ya que, en principio, ese
es el remedio procesal para reparar la lesión presun-
tamente sufrida en los casos de resoluciones judiciales
que hubiesen incurrido en incongruencia en sus deci-
siones (entre otras, SSTC 178/2000, de 26 de junio,
105/2001, de 23 de abril, y 32/2002, de 11 de febrero).

El actor, en lugar de utilizar el expediente que ponía
a su disposición el art. 240.3 LOPJ, formuló solicitud
de subsanación de la Sentencia impugnada, interesando
el pronunciamiento sobre el extremo cuya resolución
consideraba omitida, al entender que la aplicación suple-
toria de la Ley de enjuiciamiento civil le permitía recurrir
al mecanismo previsto en su art. 215 referido a la «sub-
sanación y complemento de sentencias y autos defec-
tuosos o incompletos». Este precepto permite, entre
otras operaciones, completar las Sentencias o Autos que
hubiesen omitido manifiestamente pronunciamientos
relativos a pretensiones oportunamente deducidas y sus-
tanciadas en el proceso. Por tanto, es clara la diferencia
respecto de las posibilidades de rectificación que, hasta
la reforma introducida por la Ley Orgánica 19/2003,
de 23 de diciembre, otorgaba el art. 267 LOPJ —con
el cual coincidía el art. 161 LECrim—, respecto del cual
este Tribunal señaló que el cauce excepcional que arbi-
traba no podía afectar a los elementos esenciales de
la decisión judicial, debiendo limitarse a la función espe-
cífica reparadora para la que se establecía, toda vez que
el órgano judicial, al explicar el sentido de sus palabras
o adicionar lo que faltase (actividad en la que se con-
cretan los supuestos de «aclarar algún concepto oscuro»
o de «suplir cualquier omisión»), debía moverse en el
marco interpretativo de lo anteriormente manifestado
o razonado (por todas, STC 31/2004, de 4 de marzo,
FJ 6). En conclusión, el mecanismo del art. 267 LOPJ
no constituía un auténtico medio de impugnación enca-
minado a la sustitución o revisión de la decisión adop-
tada, por lo que no podía servir como instrumento para
agotar la vía judicial previa cuando se denunciaba que
una resolución judicial había incurrido en incongruencia,
siendo preciso, en tal supuesto, acudir al incidente de
nulidad de actuaciones del art. 240.3 de la misma Ley.

Sin embargo, como ha quedado apuntado, esta situa-
ción ha cambiado con el art. 215 de la nueva Ley de
enjuiciamiento civil y, tras la modificación del art. 267
LOPJ, al contemplarse en ambos preceptos la posibilidad
de subsanar omisiones en las Sentencias o Autos sin
necesidad de acudir al incidente de nulidad del art. 240.3
LOPJ. Bien es cierto que la modificación de la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial es muy posterior al supuesto
que nos ocupa, y que la disposición final 17 LEC prevé
que, hasta que no se produzca la modificación de la
Ley Orgánica del Poder Judicial, no se aplicarán los pre-
ceptos relativos a la nulidad de actuaciones y aclaración
y corrección de resoluciones. Pero no lo es menos que
esta inaplicación se circunscribe a los arts. 225 a 230
y 214 LEC, mientras que el precepto aquí alegado es
el art. 215 LEC que, como se ha dicho, se refiere, entre
otros supuestos, a Sentencias o Autos que hubiesen omi-
tido manifiestamente pronunciamientos relativos a pre-
tensiones oportunamente deducidas y sustanciadas en
el proceso, lo que permite al Tribunal, a solicitud escrita

de la parte, completar la resolución con el pronuncia-
miento omitido.

El presupuesto examinado es, precisamente, el con-
templado en dicha norma, pues el actor afirma que no
se le ha dado contestación a una de las pretensiones
deducidas en el recurso de apelación. Podría quizá dis-
cutirse la virtualidad de la aplicación supletoria de la
Ley de enjuiciamiento civil en este caso, dado que existe
una previsión expresa en el art. 161 de la Ley de enjui-
ciamiento criminal. Sin embargo, lo cierto es que, ante
la solicitud del actor, la Sala no rechazó la aplicabilidad
del art. 215 LEC con carácter supletorio, y entró a exa-
minar si se había producido o no la omisión que le fue
planteada. Así pues, dado que el órgano judicial no exclu-
yó la aplicación supletoria del art. 215 LEC, este Tribunal
debe atenerse a tal interpretación de la legalidad ordi-
naria realizada por aquél en ejercicio de su exclusiva
función de juzgar.

En tales circunstancias, y comoquiera que, dado el
objeto del complemento de Sentencias y Autos regulado
en el apartado 2 del mencionado precepto, la respuesta
que el recurrente podría obtener —y la que, de hecho,
obtuvo— sería muy similar (por no decir idéntica) a la
que habría recibido de haber promovido el incidente de
nulidad de actuaciones del entonces vigente art. 240.3
LOPJ (actualmente, art. 241, tras la modificación intro-
ducida en la Ley Orgánica del Poder Judicial por la Ley
Orgánica 19/2003), no se puede cuestionar que el actor
haya agotado la vía judicial previa, pues, en definitiva,
se ha conseguido lo pretendido a través de la exigencia
del art. 44.1 a) LOTC, dirigida a salvaguardar el carácter
subsidiario del recurso de amparo.

3. Siguiendo un orden lógico en el examen de las
quejas (en atención a los criterios expuestos en nuestra
doctrina, que otorgan prioridad a aquéllas de las que
pudiera derivarse la retroacción de actuaciones: SSTC
19/2000, de 31 de enero, FJ 2; y 70/2002, de 3 de
abril, FJ 2, entre otras), que coincide con el empleado
por el actor en la demanda de amparo, debemos comen-
zar por el análisis de la referida al derecho a la tutela
judicial efectiva, que el demandante concreta en el hecho
de que la Sentencia dictada en apelación no dio res-
puesta a una de las pretensiones formuladas en su
recurso.

Según tiene declarado de manera constante este Tri-
bunal, el derecho a la tutela judicial efectiva garantizado
en el art. 24.1 CE comprende el derecho de los litigantes
a obtener de los Jueces y Tribunales una resolución moti-
vada, fundada en Derecho y congruente con las pre-
tensiones oportunamente deducidas por las partes
(SSTC 63/1999, de 26 de abril, FJ 2; y 116/2001,
de 21 de mayo, FJ 4, entre otras). En nuestro caso,
la queja del actor imputa a la resolución judicial dictada
en apelación la quiebra de la última de esas tres exi-
gencias, esto es, haber incurrido en incongruencia.

Desde la STC 20/1982, de 5 de mayo, hemos decla-
rado reiteradamente que el vicio de incongruencia,
entendido como desajuste entre el fallo judicial y los
términos en que las partes formularon sus pretensiones,
concediendo más o menos o cosa distinta de lo pedido,
puede entrañar una vulneración del principio de con-
tradicción constitutiva de una efectiva denegación del
derecho a la tutela judicial siempre y cuando la des-
viación sea de tal naturaleza que suponga una sustancial
modificación de los términos en que discurrió la con-
troversia procesal (por todas, STC 124/2000, de 16
de mayo, FJ 3). Asimismo, hemos distinguido entre la
llamada incongruencia omisiva o ex silentio, que se pro-
ducirá cuando el órgano judicial deje sin contestar alguna
de las pretensiones sometidas a su consideración por
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las partes, y la denominada incongruencia extra petitum,
que se da en aquellos supuestos en que el pronuncia-
miento judicial recaiga sobre un tema no incluido en
las pretensiones deducidas en el proceso, de tal modo
que se haya impedido a las partes la posibilidad de efec-
tuar las alegaciones pertinentes en defensa de sus inte-
reses relacionados con lo decidido, provocando una inde-
fensión contraria al principio de contradicción (SSTC
213/2000, de 18 de septiembre, FJ 3; y 135/2002,
de 3 de junio, FJ 3).

Por lo que se refiere a la incongruencia omisiva —que
es la denunciada por el recurrente en el presente caso—,
hemos dicho reiteradamente que es preciso ponderar
las circunstancias concurrentes en cada caso para deter-
minar si el silencio de la resolución judicial representa
una auténtica lesión del art. 24.1 CE o, por el contrario,
puede interpretarse razonablemente como una deses-
timación tácita que satisface las exigencias del derecho
a la tutela judicial efectiva (entre otras muchas, SSTC
215/1998, de 11 de noviembre, FJ 3; 74/1999, de
26 de abril, FJ 2; y 132/1999, de 15 de julio, FJ 4).
A estos efectos, es preciso distinguir entre las alega-
ciones aducidas por las partes para fundamentar sus
pretensiones y las pretensiones en sí mismas conside-
radas. De tal modo que, si bien respecto de las primeras
no sería necesaria la respuesta explícita y pormenorizada
a todas y cada una de ellas, siendo suficiente, en atención
a las circunstancias particulares del caso, una respuesta
global o genérica, aunque se omita respecto de alega-
ciones concretas no substanciales, la exigencia de con-
gruencia, referida a la pretensión misma, es más rigurosa.
Concretamente, respecto de esta última, para poder con-
cluir que la omisión no alcanza relevancia constitucional,
es preciso que del conjunto de los razonamientos
contenidos en la resolución pueda razonablemente dedu-
cirse no sólo que el órgano judicial ha valorado la pre-
tensión deducida sino, además, los motivos en que se
fundamenta la respuesta tácita (por todas, SSTC
94/1999, de 31 de mayo, FJ 2; 101/1999, de 31 de
mayo, FJ 2; 132/1999, de 15 de julio, FJ 4; y 193/1999,
de 25 de octubre, FJ 4).

4. En el caso presente, el recurrente de amparo plan-
teó diversas pretensiones en su recurso de apelación
y, entre ellas, en el apartado cuarto de su escrito solicitó
la aplicación de dos factores de corrección para las
indemnizaciones básicas por lesiones permanentes, esta-
blecidos en la tabla IV del anexo a la Ley de respon-
sabilidad civil y seguro en la circulación de vehículos
a motor (introducido por la disposición adicional octava
de la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de ordenación
y supervisión de los seguros privados), que consideraba
indebidamente denegados por la Sentencia apelada: de
una parte, el aumento de hasta el 10 por 100 por per-
juicios económicos, aplicable a cualquier víctima en edad
laboral aunque no se justifiquen ingresos; de otra, el
factor de corrección por lesiones permanentes que cons-
tituyan una incapacidad para la ocupación o actividad
habitual de la víctima. En concreto, el actor reclamó por
este concepto en la instancia 21.966.618 pesetas, por
entender que se le había ocasionado una incapacidad
permanente absoluta, según consta de forma meridiana
en el escrito que el Abogado del actor aportó en el juicio
de faltas con sus conclusiones definitivas, en el que,
a la hora de fijar la indemnización solicitada, desglosó
las distintas cantidades, separando claramente los dos
factores de corrección de la tabla IV a los que se ha
hecho referencia e, incluso, un tercero, relativo a los
daños morales complementarios.

Ambos factores aparecen contemplados en la citada
tabla IV —junto con otros— con carácter independiente
y, lo que es más importante, no son excluyentes entre
sí pues, como se dispone en el apartado segundo, letra
b), del propio anexo, pueden concurrir en un mismo
siniestro. Además, mientras el primero de los factores
de corrección reclamados consiste en un porcentaje de
aumento sobre la indemnización básica obtenida por apli-
cación de la tabla III, el segundo de ellos aumenta dicha
indemnización en una cantidad que varía en función del
tipo de incapacidad.

La Sentencia dictada en apelación dio la razón al
recurrente en cuanto a su derecho a que se le aplicara
el aumento en la indemnización básica de hasta el 10
por 100, por encontrarse en edad laboral, con indepen-
dencia de su concreta aptitud para trabajar, fijando el
porcentaje de aumento en el 1 por 100. Sin embargo,
en relación con la otra pretensión la resolución guardó
silencio, sin que éste pueda entenderse como equiva-
lente a una desestimación tácita, pues el propio órgano
judicial, en el Auto de 5 de abril de 2002, que rechazó
la solicitud de subsanación de la omisión formulada por
el recurrente, fundamenta tal decisión afirmando que
el actor únicamente suscitó la aplicación del factor con-
sistente en un porcentaje de aumento de la indemni-
zación, pero no el del apartado que señala cantidades
concretas para el incremento de la indemnización básica
y que, en definitiva, lo que se plantea no es la omisión
de pronunciamiento acerca de una cuestión articulada,
sino la revisión del tratamiento dispensado en la alzada
a la única que, en opinión del Tribunal, se suscitó ante él.

Contrastando el recurso de apelación del demandante
de amparo y la Sentencia de la Audiencia Provincial,
claramente se constata que esta resolución, pese a los
precisos términos del recurso de apelación del actor (ad-
verados por la petición indemnizatoria formulada en el
juicio de faltas, que figura documentada en las actua-
ciones), no ha dado respuesta a la pretensión oportu-
namente planteada por el mismo, en la que reclamaba
la aplicación del factor de corrección por lesiones per-
manentes constitutivas de incapacidad para la ocupación
o actividad habitual de la víctima, que le había sido dene-
gado —esta vez sí de forma expresa— en la Sentencia
dictada en primera instancia por el Juzgado de Instruc-
ción núm. 2 de Terrassa. En consecuencia, la Sentencia
de 28 de febrero de 2002 incurrió en una evidente incon-
gruencia omisiva, que no fue reparada por el posterior
Auto de 5 de abril de 2002, lo que produjo una dene-
gación de justicia al recurrente y la consiguiente lesión
de su derecho fundamental a la tutela judicial efectiva
sin sufrir indefensión, consagrado en el art. 24.1 CE.

5. La anterior conclusión nos conduce al otorga-
miento del amparo solicitado y a decretar la nulidad de
las resoluciones de la Sección Décima de la Audiencia
Provincial de Barcelona, retrotrayendo las actuaciones
al momento inmediatamente anterior al de resolución
por dicho órgano judicial del recurso de apelación inter-
puesto por el demandante de amparo contra la Sentencia
dictada por el Juzgado de Instrucción núm. 2 de Terrassa
en el juicio de faltas núm. 85/99, al objeto de que se
dicte nueva resolución que dé respuesta también a la
pretensión referida al factor de corrección por lesiones
permanentes que constituyan una incapacidad para la
ocupación o actividad habitual de la víctima, establecido
en la tabla IV del anexo a la Ley de responsabilidad
civil y seguro en la circulación de vehículos a motor.
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FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo interpuesto por don
Antonio Medina Viedma y, en su virtud:

1.o Declarar que se ha vulnerado el derecho del
recurrente a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE).

2.o Restablecerlo en el citado derecho y, a tal fin,
anular la Sentencia de la Sección Décima de la Audiencia
Provincial de Barcelona, de 28 de febrero de 2002, y
el Auto del mismo órgano de 5 de abril de 2002, con
retroacción de actuaciones al momento inmediatamente
anterior a dictarse aquélla, para que se pronuncie una
nueva resolución que, de manera respetuosa con el dere-
cho a la tutela judicial efectiva del actor, responda a
todas las pretensiones planteadas en el recurso de
apelación.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a dieciocho de octubre de dos mil
cuatro.—Guillermo Jiménez Sánchez.—Vicente Conde
Martín de Hijas.—Elisa Péerz Vera.—Eugeni Gay Montal-
vo.—Ramón Rodríguez Arribas.—Pascual Sala Sán-
chez.—Firmado y rubricado.

19636 Sala Primera. Sentencia 175/2004, de 18 de
octubre de 2004. Recurso de amparo
3986-2002. Promovido por la Unión General
de Trabajadores del País Valenciano frente a
la Sentencia de un Juzgado de lo Social de
Valencia que declaró nulas las elecciones sin-
dicales celebradas en la empresa José Anto-
nio Blanquer, S.L.

Vulneración del derecho a la libertad sindical:
STC 36/2004.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presidenta,
don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-Calvo y
Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don Manuel
Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps. Magistrados,
ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3986-2002, promovido
por la Unión General de Trabajadores del País Valen-
ciano, representada por la Procuradora de los Tribunales
doña Isabel Cañedo Vega y asistida por la Abogada doña
Ana María Mejías García, contra la Sentencia del Juzgado
de lo Social núm.10 de Valencia, de fecha 23 de mayo
de 2002 (autos núm. 182-2002), sobre materia electoral.
Ha comparecido el Sindicato Independiente de la Comu-
nidad Valenciana, representado por el Procurador de los
Tribunales don Luis Carreras de Egaña y asistido por
el Letrado don José Francisco Pérez Llopis. Ha inter-

venido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado
don Roberto García-Calvo y Montiel, quien expresa el
parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito registrado ante este Tribunal con
fecha de 26 de junio de 2002 se interpuso el recurso
de amparo del que se ha hecho mención en el enca-
bezamiento, por considerar que la resolución judicial
impugnada vulnera el derecho a la libertad sindical (art.
28.1 CE).

2. Constituyen la base de la demanda los siguientes
antecedentes de hecho:

a) Con fecha 5 de septiembre de 2001, el sindicato
Unión General de Trabajadores presentó ante la oficina
pública el preaviso de celebración de elecciones (núm.
46/621/200) en la empresa José Antonio Blanquer S.L.,
sita en Valencia, calle Dr. J. J. Domine núm. 18-3.o-2.a,
empresa que cuenta con 6 trabajadores.

b) Con fecha 5 de octubre de 2001 se procede
a constituir la mesa electoral, celebrándose el proceso
electoral con un censo de 6 trabajadores. Se presentó
una única candidatura (de UGT) y resultó elegida doña
Olga Pascual Bonilla con cinco votos.

c) El día 17 de octubre de 2001 se registra el acta
electoral bajo el núm. 46-636-01.

d) El 19 de octubre de 2001 el Sindicato Indepen-
diente de la Comunidad Valenciana formuló escrito de
impugnación en materia electoral, por incumplimiento
de lo establecido en el art. 62.1 LET, recayendo laudo
arbitral el día 26 de octubre de 2001, que resolvió deses-
timar la impugnación electoral promovida declarando la
validez del acta electoral 46-636-01.

e) El Sindicato Independiente de la Comunidad
Valenciana presentó demanda de impugnación del cita-
do laudo arbitral, que fue estimada por Sentencia del
Juzgado de lo Social núm. 10 de Valencia, de 23 de
mayo de 2002, declarando la nulidad del proceso elec-
toral llevado a efecto ya que, conforme a lo mantenido
por la doctrina judicial (cita las Sentencias del Tribunal
Superior de Justicia de Castilla y León, de 27 de junio
de 1991, del Tribunal Superior de Justicia de Andalu-
cía-Málaga, de 8 de marzo de 1990, y del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Navarra, de 15 de marzo de 1991),
cuando se trata de elegir delegados de personal en
empresas de entre seis y diez trabajadores los únicos
legitimados para promover el proceso electoral son estos
últimos, acordándolo por mayoría, sin que su voluntad
pueda ser suplida por los demás legitimados para la
promoción de elecciones. Así, aplicando la doctrina
expuesta al supuesto enjuiciado y no constando en las
actuaciones acuerdo previo mayoritario de los trabaja-
dores de la empresa demandada para decidir la elección
de delegado de personal al inicio del proceso electoral,
concluye el juzgador que la promoción de las elecciones
se efectuó por agente social sin legitimidad para ello.

3. El recurrente en amparo sostiene que la Senten-
cia del Juzgado de lo Social núm. 10 de Valencia, de
23 de mayo de 2002, vulnera el derecho a la libertad
sindical (art. 28.1 CE) al negar a los sindicatos más repre-
sentativos —definidos en los arts. 6 y 7 de la Ley Orgánica
11/1985, de 2 de agosto, de libertad sindical (LOLS)—
la capacidad de promover elecciones en las empresas
o centros de trabajo de entre seis y diez trabajadores,
sobre la base de que sólo tienen esa capacidad los tra-
bajadores de dicha unidad electoral por decisión mayo-
ritaria. Lo cual implica limitar el referido derecho fun-
damental de libertad sindical, en su esfera de promoción


